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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
         SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veinticuatro de agosto de dos mil nueve
Acta  N° 404.  
El señor Gerardo León Solarte Fernández, por intermedio de apoderado judicial presentó acción de tutela en contra del Juzgado Quinto Civil Municipal de la ciudad, y el Tercero Civil del Circuito, luego del trámite de rigor y de vincular a los señores Ancízar de Jesús Álvarez Ochoa y Juan Carlos Solarte Dorado, decidió mediante sentencia del 10 de julio pasado no conceder el amparo pedido. El interesado impugnó en término el fallo y de resolverlo se ocupa la Sala a continuación.
ANTECEDENTES

Se relató en la demanda que el accionante y su hijo Juan Carlos Solarte Dorado suscribieron un contrato de arrendamiento de un “bien inmueble ubicado en la carrera 6ª número 29-70” con la Inmobiliaria Pereira; posteriormente y por pasar el predio a manos de Ancízar de Jesús en representación de José Nemesio Álvarez Ochoa “se creó con él otro contrato de arrendamiento por el término de seis meses”, el cual según dice el libelista, no suscribió; que aquél los demandó (a los señores Solarte Dorado y Solarte Fernández) “en un proceso de restitución de inmueble arrendado” que se surtió en el Juzgado Segundo Civil Municipal y terminó con sentencia de 17 de julio de 2006 en que se dio por terminado el contrato de arrendamiento y dispuso la entrega real y material “del referido predio al señor ANCÍSAR (sic) DE JESÚS ÁLVAREZ OCHOA”, quien a continuación instauró proceso ejecutivo para el cobro de los cánones y servicios públicos adeudados, y la liquidación de las costas del proceso de restitución. Ejecución que se tramitó en el Juzgado Quinto Civil Municipal y dentro de la cual el accionante propuso como excepciones las de ‘cobro de lo no debido, falta de exigibilidad total de la obligación y planteó una tacha de falsedad “basada en que… nunca firmó el segundo contrato de arrendamiento” con base en el cual se inició el proceso de ejecución y que fue respaldada por el perito grafólogo José Arturo Peláez. No obstante, la Juez Quinto Civil Municipal decidió negarla, seguir adelante con la ejecución, liquidar y condenar en costas a los demandados.

Que como la sentencia del juzgado civil municipal involucrado es de única instancia, se abre paso a la acción constitucional por ser aquella violatoria de una norma de derecho sustancial y no “estar en consonancia con los hechos, con las pretensiones de la demanda, o con las excepciones propuestas por el demandado que el juez ha debido reconocer de oficio” porque la Juez Quinta Civil Municipal “pese haber tenido en sus manos el dictamen grafológico que concluyó que la firma de mi mandante era falsa, omitió ajustarse a lo de ley hecho fundamental en este proceso y que obligatoriamente debía excluir a mi poderdante de toda responsabilidad”, y que además, actualmente cursa en el mismo despacho judicial un proceso abreviado en el que se demanda el reconocimiento de los daños y perjuicios que supuestamente ocasionaron los arrendatarios, que se sustenta en el contrato de arrendamiento tachado de falso.
En consecuencia, se pidió como medida provisional suspender el trámite de ambos procesos seguidos en contra del accionante y su hijo en el Juzgado accionado y como pretensión final decretar la nulidad de la sentencia proferida en el proceso ejecutivo y “continuar la suspensión del proceso abreviado sobre reconocimiento de Daños y Perjuicios que se tramita en el Juzgado Quinto Civil Municipal”.

El Juzgado Tercero Civil del Circuito admitió la demanda el 1 de julio por auto en el que además de negar la medida provisional pedida, ordenó como se había dicho ya, la vinculación de Juan Carlos Solarte Dorado y Ancízar de Jesús Álvarez Ochoa. Sólo se pronunció este último quien luego de referirse a los hechos de la demanda dijo que en cuanto a la censura que el libelista eleva en contra de la sentencia dictada en el proceso ejecutivo no la comparte puesto que los demandados se pronunciaron “mediante apoderado judicial… proponiendo excepciones que finalmente no prosperaron” por lo que considera que el fallo se “debe más bien a las reglas de la sana crítica y a la valoración responsable de la señora Juez sobre las demás pruebas allegadas al proceso, que una de las partes demandadas creyó desvirtuar negando su firma en el contrato”, y después de practicada una inspección judicial al proceso “ejecutivo singular radicado bajo el No 754-06” el a quo dictó sentencia en los términos indicados al inicio de esta providencia, porque advirtió que el amparo solicitado no cumplía con el requisito de inmediatez por motivo de que “un lapso de tiempo como el que aquí ha tanscurrido… además de excesivo, pone de manifiesto la ausencia de apremio en la interposición del amparo y el ánimo, simplemente, de reabrir una cuestión oportunamente decidida por la jurisdicción”.  La apelación en término interpuesta se sustentó en las mismas alegaciones que fundaron la demanda y se adujo que la tardanza para la interposición de la acción de tutela no se dio por negligencia sino por el desconocimiento de quien demanda sobre “lo que debía hacer”, y para resolverla
SE CONSIDERA:
Es preciso reiterar que la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es un mecanismo residual de carácter excepcional, subsidiario, preferente y sumario, que permite a toda persona, sin mayores requisitos de orden formal, obtener la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, si de acuerdo con las circunstancias del caso concreto y, a falta de otro medio legal, considera que le han sido vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública.

La anterior anotación es importante porque de igual manera se encuentra definido que el juez de tutela está llamado a amparar derechos constitucionales fundamentales, violados o amenazados, pero no para involucrarse en los procesos de que conocen los jueces ordinarios o extremar su poder hasta resolver cuestiones legales que deben definirse en su curso normal.  Es decir, la tutela no revive términos o recursos ni puede aparecer como una instancia más porque de ser así todas las actuaciones judiciales acabarían por ser definidas por los jueces constitucionales. 
Definido se tiene que el origen de la alegada vulneración a los derechos  fundamentales proviene de lo ocurrido en el proceso ejecutivo singular que se dictó sentencia el 10 de diciembre de 2007, en la que a la postre, la juez declaró no próspera la tacha de falsedad propuesta contra el contrato de arrendamiento en que se fundaba el respectivo cobro, aún cuando el dictamen pericial indicaba lo contrario; independientemente de que el accionante quiera expandir sus efectos de una manera intempestiva al proceso abreviado que en su contra se surte; entonces, hay un obstáculo que se erige en contra de las aspiraciones de los demandantes e impide al Tribunal entrar a analizar lo adecuado o no de la manera en que la juez accionada desechó las conclusiones de la experticia, y no es otro que el largo lapso transcurrido entre el día en que se cristalizaron los hechos en los que se basa la tutela, y su efectiva interposición. En efecto, ésta se presentó el 30 de junio pasado, o sea, más de un año y medio de haberse proferido el fallo en el que se dice hubo errores que merecen por este medio la protección de los derechos fundamentales del demandante. 

Aunque es cierto que no se ha establecido término de caducidad para el ejercicio de la acción de tutela, este mecanismo ha de ejercerse dentro de un plazo prudencial, pues si está previsto para la protección de derechos de tan elevada raigambre como los fundamentales, no es posible entender como lo manifiesta la parte recurrente, que solo pasado tanto tiempo pueda venir a caer en cuenta de la ofensa que se le causó, pues si se trata de remediar con urgencia situaciones que involucran menoscabo de tan preciados bienes jurídicos, han debido apreciarlas oportunamente y no pasado el tiempo. Precisamente sobre el término razonable para invocar la tutela, ha expresado la jurisprudencia: 

“3.4. Ahora bien, la determinación de la razonabilidad del plazo debe estimarse frente a las circunstancias particulares de cada caso, impidiendo que se convierta en un factor de inseguridad jurídica, pero sin desconocer que hayan podido existir motivos que justifiquen la demora en la solicitud de protección constitucional. En efecto, la jurisprudencia de este Tribunal viene sosteniendo que el juez de tutela debe entrar a valorar si la demora en la interposición de la acción se debió a causas ajenas a la voluntad del actor o a situaciones insuperables. Por tal motivo, frente a la comprobación de la existencia de una justa causa, el juzgador debe entrar a conocer de fondo la solicitud de amparo constitucional a pesar del tiempo transcurrido respecto de la actuación u omisión demandada.  

“3.5. En conclusión, la falta de ejercicio oportuno de la acción constitucional para obtener una protección eficaz a través de este medio breve y sumario conlleva a que ésta sea declarada improcedente y a que no sea posible un pronunciamiento de fondo respecto del asunto planteado, salvo que el juez encuentre comprobada la existencia de una razón justificativa para la inactividad del accionante”.1
Así las cosas y por advertirse que no obra en el expediente prueba alguna que efectivamente justifique la tardanza en la demanda de amparo por la actuación del juzgado, procede confirmar la sentencia recurrida.
DECISIÓN

A mérito de lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de la ciudad el 10 de julio del año en curso.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en firme la misma remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.




Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados
Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos 
 


         Gonzalo Flórez Moreno
                                                                                 (ausente con justa causa) 
1 T- 690 de 2004, M.P. Doctor Rodrigo Escobar Gil. Y en igual sentido puede consultarse la sentencia T-322 DE 2008, M.P. Doctor Humberto Antonio Sierra Porto.
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